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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:

Sentencia – 2ª instancia – 14 de septiembre de 2018

Proceso:                
HABEAS CORPUS

Radicación Nro. :       66001310900220180005901   

Accionante:                Andrés Felipe Salamando 

Magistrado Ponente: 
Jorge Arturo Castaño Duque
TEMA: 


HABEAS CORPUS- Naturaleza / NO PUEDE USARSE COMO MECANISMO ALTERNATIVO DEL PROCESO PENAL / SOLICITUD DE LIBERTAD POR MOTIVO DE IRREGULARIDADES EN EL TRÁMITE DE REVOCATORIA DEBE DECIDIRSE DENTRO DEL PROCESO PENAL SALVO EXCEPCIONES / CONFIRMA 

De conformidad con lo dicho en precedencia, se itera que para el caso sometido a estudio la acción de habeas corpus es improcedente, toda vez que mediante este mecanismo judicial no pueden analizarse los argumentos que esgrime la apoderada del señor SALAMANDO RUIZ en torno a las irregularidades del trámite de revocatoria del mecanismo sustitutivo del que disfrutaba, y debe ser el juez ordinario que conoce la fase de ejecución de penas, quien determine si le asiste o no razón en su censura a la profesional del derecho.

En esos términos, hay lugar a confirmar la negativa de la protección constitucional deprecada, toda vez que la misma es improcedente, como quiera que la garantía fundamental a la libertad del señor ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ no ha sido transgredida, y en tal sentido la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado se encuentra ajustada a derecho.

                               REPÚBLICA DE COLOMBIA

                                                PEREIRA-RISARALDA 
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                                                    RAMA JUDICIAL 

     TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
SALA UNITARIA DE DECISIÓN PENAL
             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, catorce (14) de septiembre de dos mil dieciocho (2018)

1.- VISTOS 

En condición de juez unipersonal, el suscrito magistrado resuelve a continuación el recurso de apelación interpuesto por la defensora del ciudadano ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ contra la providencia proferida en septiembre 04 de 2018 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual se negó la pretensión liberatoria dentro de la acción de HABEAS CORPUS promovida por dicha profesional.
2.- ANTECEDENTES

2.1.- En escrito presentado el pasado 03 de septiembre, la abogada del señor ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ solicita su libertad, básicamente por cuanto considera que el mismo se encuentra ilegalmente detenido, ya que su aprehensión obedeció a una orden de captura emitida dentro de un trámite de revocatoria de mecanismo sustitutivo de la libertad, en el cual no se respetaron los derechos y garantías que le asisten a su prohijado.
2.2.- La petición de orden constitucional fue recibida por la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira (Rda.), autoridad que requirió a los Juzgados Quinto Penal Municipal con función de control de garantías y Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, y Tercero Penal del Circuito de Cartago (V.) a efectos de que suministraran información sobre la actuación penal adelantada contra el referido ciudadano. 

De conformidad con lo indicado en el escrito por la apoderada del accionante, las respuestas allegadas por los aludidos despachos y de acuerdo con las piezas procesales y elementos de prueba adjuntados por cada uno de los vinculados con relación al proceso penal radicado al N° 660013109 se estableció lo siguiente: 
(i) El señor SALAMANDO RUIZ fue condenado por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de Cartago (Valle) mediante sentencia de octubre 9 de 2014, a la pena principal de 4 años y 6 meses de prisión por el delito de fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego, accesorios, partes o municiones.

(ii) En el referido fallo se le concedió el sustituto de la prisión domiciliaria con permiso para trabajar en la ciudad de Pereira, desempeñando la labor de taxista en un horario de 7:00 a.m. a 7:00 p.m., previo pago de la caución fijada en $200.000, la cual finalmente fue sustituida por juratoria mediante auto de octubre 10 de 2014.

(iii) La vigilancia de la sanción fue asignada inicialmente al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Buga (V.), despacho que remitió la actuación por competencia a los despachos homólogos de Pereira (Rda.), y el asunto correspondió al Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.
(iv) Mediante proveído de julio 25 de 2018 el despacho ejecutor inició el trámite previsto en el artículo 477 C.P.P., en razón a informe suscrito por el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Pereira, en el que se puso en conocimiento que el personal de esa institución al hacer visita al domicilio del sentenciado en julio 19 de 2018, éste no fue encontrado y se desconoce su paradero.
(v) En auto de agosto 17 de 2018 se revocó la prisión concedida a ANDRÉS FELIPE SALMANDO RUIZ, y se ordenó la expedición de orden de captura en su contra -N° 290020326 de agosto 22 de 2018-. Así mismo, se dejó sin efecto el auto interlocutorio N° 17 de enero 9 de 2018 proferido por ese despacho, en el que se le había concedido la libertad condicional. En el mismo proveído se dispuso la remisión del expediente a los Juzgados de Ejecución de Penas de Buga (Valle).

(vi) En virtud de la citada orden de aprehensión ANDRÉS FELIPE fue capturado en septiembre 01 de 2018, y llevado ante el Juez Quinto Penal de Control de Garantías de esta ciudad el 2 siguiente, funcionario que procedió a impartirle legalidad a la misma, determinación que fue objeto de apelación. Por parte de esta Sala se procedió a verificar si ya fue realizada la audiencia de lectura de segunda instancia, y en la carpeta del Centro de Servicios se pudo constatar que la diligencia está programada para el próximo 17 a las 3:00 p.m. con el Juzgado Quinto Penal del Circuito de Pereira (Rda.).
2.3.- De conformidad con la información obtenida, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira determinó que la acción de habeas corpus no estaba llamada a prosperar, y por lo mismo negó el derecho a la libertad personal que se invoca. Para llegar a esa conclusión, tuvo en consideración que: (i) el procedimiento observado en el trámite adelantado contra el señor ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ se ajusta a los requerimientos normativos, y a las ritualidades constitucionales y legales; (ii) la privación de la libertad fue en virtud de una orden escrita expedida por autoridad competente, a la cual se le impartió legalidad, por lo que conserva su vigencia, sin que la misma se haya prolongado indebida o injustificadamente; y (iii) el mecanismo no es viable en el presente caso, ya que se encuentra en curso un proceso penal dentro del cual está consagrado el trámite que debe adelantarse para hacer una solicitud en ese sentido.

2.4.- La apoderada del accionante presentó escrito de impugnación en el que itera que el trámite adelantado para revocar el mecanismo sustitutivo de la libertad fue contrario a las garantías de su representado, y por ello insiste en que se encuentra privado ilegalmente de la libertad, por lo que debe concederse la acción constitucional.
2.5.- El representante del Ministerio Público se opone a la pretensión de la apoderada del accionante, por cuanto en su criterio el procedimiento adelantado por el juzgado ejecutor se encuentra ajustado a derecho,  y en todo caso es ese el escenario en el que debe promoverse las nulidades que se consideren pertinentes.
3.- Para resolver, SE CONSIDERA
Tiene competencia el suscrito magistrado para conocer de la presente acción, de conformidad con el artículo 2º de la Ley 1095/06 y en consideración a que la persona que alega la violación al derecho fundamental se encuentra privada de su libertad en esta capital
.
Del escrito recibido se observa el interés de poner en marcha la Administración de Justicia en pro de activar el derecho fundamental a la libertad personal por medio del ejercicio de la acción constitucional que encarna el habeas corpus (artículos 28 y 30 de la Carta Política).

De conformidad con los lineamientos legales y supralegales, la presente acción es procedente cuando alguien está privado de la libertad con violación de las garantías constitucionales o legales o la misma se prolonga ilegalmente
. Pero más específicamente, cuando, al decir de la Corte Constitucional en Sentencia T-260/99: (i) la vulneración de la libertad se produzca por orden arbitraria de autoridad no judicial; (ii) la persona se encuentre ilegalmente privada de la libertad por vencimiento de los términos legales respectivos; (iii) pese a existir una providencia judicial que ampara la limitación del derecho a la libertad personal, la solicitud de habeas corpus se formuló durante el período de prolongación ilegal de la libertad, es decir, antes de proferida la decisión judicial; y (iv) si la providencia que ordena la detención es una auténtica vía de hecho judicial.
Se trata de una prerrogativa intangible, de aplicación inmediata, no susceptible de limitación, aplicable de conformidad con una interpretación ajustada a las reglas que integran el bloque de constitucionalidad, y que no sólo propende por la protección de la libertad sino también de la vida y la integridad personal como se dejó establecido en la Sentencia C-187/06.
De entrada advierte el suscrito magistrado que en el asunto puesto de presente no está demostrada la existencia de alguna de las causales que viabilizan la liberación por esta vía judicial especialísima, como bien lo dijo la funcionaria de primer nivel.
De conformidad con la información con la que se cuenta, puede concluirse sin asomo de dudas, que contrario a lo sostenido por la profesional del derecho accionante, la detención de su prohijado no es arbitraria sino derivada de una orden de captura emitida en su contra por autoridad judicial competente –Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital-, la cual fue debidamente legalizada por el correspondiente juez de control de garantías, sin que en ello tenga incidencia si dicho funcionario no acertó sobre el despacho que había ordenado esa detención, puesto que lo sustancial de esa verificación, como bien lo señaló la Corte Constitucional en la sentencia C-042/18, es que el detenido sea puesto a disposición del juez dentro de las 36 horas siguientes, a efecto de que se verifique el respeto de los derechos que le asisten en esa condición. Adicionalmente, dicha determinación fue apelada por la defensa y se está a la espera de que la segunda instancia resuelva lo pertinente.  
Aunado a lo anterior, las falencias sustanciales y las trasgresiones de garantías procesales y constitucionales que considere la letrada se presentaron dentro del trámite de revocatoria de la prisión domiciliaria, deben ser ventiladas dentro del proceso penal adelantado en contra del señor ANDRÉS FELIPE SALAMANDO, el cual actualmente se encuentra en fase de ejecución de penas; por tanto, es en ese escenario procesal donde debe procurar demostrar las irregularidades en las que se sustenta la pretensión liberatoria. 

Debe reiterarse que la acción constitucional no puede utilizarse como mecanismo alternativo o sustitutivo de los procesos ordinarios para debatir lo que legalmente debe hacerse en el interior de los mismos, en tanto se trata de un medio excepcional para lograr la protección del derecho a la libertad y corregir las eventuales afectaciones que pudieran presentarse por actos u omisiones de las autoridades públicas, las cuales no se advierten en este caso respecto de la captura del ciudadano SALAMANDO RUIZ.
Acorde con lo anterior, la jurisprudencia ha señalado que las solicitudes de libertad deben tramitarse y decidirse dentro del respectivo proceso judicial, a consecuencia de lo cual resulta inviable, en principio –salvo claras actuaciones viciadas que constituyan vía de hecho y que por supuesto no es la situación que aquí se presenta-, acudir a la invocación del habeas corpus.
Puntualmente la H. Corte Suprema de Justicia ha señalado:
“[…]Al respecto, se ha de insistir en que esta acción no es una figura alternativa o sucedánea para debatir aspectos que se deben confrontar en desarrollo del proceso penal en relación con los hechos que se investigan, el marco temporal y situacional de su ocurrencia o las causales de excarcelación, pues por ser un trámite excepcional está limitado a la protección de la libertad y de los derechos fundamentales que se deriven de ella como la vida, la integridad personal y el no ser sometido a desaparecimiento, o a tratos crueles y torturas, como lo concluyó la Corte Constitucional en sentencia C-187 de 2006 en el control previo realizado a la Ley Estatutaria de habeas corpus.

Precisamente, al constituir un medio excepcional de protección de la libertad no puede desconocer los trámites judiciales dispuestos para el proceso penal, ni el juez constitucional encargado de resolverlo puede sustituir a los funcionarios encomendados del conocimiento de tales procedimientos ordinarios, al punto que le está vedado cuestionar situaciones de fondo o de responsabilidad penal del procesado, debatir asuntos probatorios y de valoración, porque sólo se trata de una revisión de los aspectos formales o circunstanciales que rodearon la afectación de la libertad. […]”

De conformidad con lo dicho en precedencia, se itera que para el caso sometido a estudio la acción de habeas corpus es improcedente, toda vez que mediante este mecanismo judicial no pueden analizarse los argumentos que esgrime la apoderada del señor SALAMANDO RUIZ en torno a las irregularidades del trámite de revocatoria del mecanismo sustitutivo del que disfrutaba, y debe ser el juez ordinario que conoce la fase de ejecución de penas, quien determine si le asiste o no razón en su censura a la profesional del derecho.
En esos términos, hay lugar a confirmar la negativa de la protección constitucional deprecada, toda vez que la misma es improcedente, como quiera que la garantía fundamental a la libertad del señor ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ no ha sido transgredida, y en tal sentido la decisión adoptada por la funcionaria de primer grado se encuentra ajustada a derecho.
4.- DECISIÓN  

El suscrito magistrado de la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), 

RESUELVE
CONFIRMAR la decisión adoptada por la Juez Segunda Penal del Circuito de Pereira (Rda.), por medio de la cual no concedió el habeas corpus presentado a favor de  ANDRÉS FELIPE SALAMANDO RUIZ, de conformidad con lo argumentado en precedencia.
Contra esta decisión no procede recurso alguno.

Por secretaría líbrense las comunicaciones correspondientes.
Notifíquese y cúmplase 
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE                               WILSON FREDY LÓPEZ
              Magistrado



                            Secretario
� Corte Constitucional, Sentencia C-187/06, M.P. Clara Inés Vargas Hernández y Corte Suprema de Justicia, Sala Unitaria, providencia del veintinueve (29) de enero de 2007, Magistrado Álvaro Orlando Pérez Pinzón. 


� Ley 1095 de 2006, artículo 1º.


�  CSJ AP, 19 ene. 2010, rad. 33373.
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